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Introducción 



Pudiera opinarse que un libro de supuestos prácticos sobre recaudación tributaria no exige demasiadas aclaraciones, en lo que a su contenido se refiere. El propio título que le da nombre resulta de lo más indicativo sobre dicho contenido. También cabría decir que un libro más sobre recaudación tributaria práctica no contribuye sino a incrementar la ya de por sí inflada oferta disponible. Ambas objeciones serían aceptables si el presente manual fuera uno más. Pero es que no lo es. Este no es un libro cualquiera porque, a diferencia de otros, está redactado desde la experiencia de un actuario de recaudación. Soy de los que opinan que sólo debe escribirse de aquello de lo que se sabe. Y únicamente se sabe de aquello sobre lo que se trabaja de continuo. En este sentido, la experiencia del autor en el Área de Recaudación de la Agencia Tributaria, durante casi diez años, representa -a mi entender-aval suficientemente justificativo de la nueva propuesta que ofrece. Dicha experiencia le ha permitido formarse una opinión, con el transcurso del tiempo, sobre la importancia relativa de las distintas rúbricas que generalmente suelen encorsetarse bajo la etiqueta “recaudación tributaria”. Este libro trata de ser la traducción al terreno práctico de dicha importancia. 

El profesional del Derecho Tributario es un agente dinámico, muy ocupado, con múltiples compromisos que atender. Y no puede dedicar su tiempo a la lectura de manuales escritos por teóricos que las más de las veces anteponen su lucimiento personal al interés de sus potenciales lectores. No es extraño, así, darse de bruces con obras -más bien tochos o mamotretos- que aseguran contener, pongamos por caso, mil supuestos. Analizados en profundidad, tales supuestos, rebasado el umbral crítico, son unos repetición de otros. Se trata de un error en el que no desea incurrir también el autor.

La propuesta que somete a su consideración incorpora casos prácticos reales, de los que sean dan todos los días, ponderados -según digo- en función de su importancia efectiva. Se abordan, además, casos conflictivos (los demás puede resolverlos “cualquiera”, a través de la literalidad de la norma).

El mundo normativo que concibe el Reglamento General de Recaudación es muy amplio, como corresponde a toda norma -que, por definición, presenta vocación de generalidad-. La realidad, por el contrario -¿afortunadamente?-, es bastante más prosaica. Hay incidencias que casi nunca traspasan las lindes de lo meramente teórico. Se requieren muchos lustros de experiencia -y nunca es seguro- para que no suceda así. Pertenecen, por decirlo al modo de Platón, más al mundo de las ideas que al de la experiencia.

Que el libro vaya dirigido al profesional tributario no excluye a otros posibles colectivos de destinatarios, el de opositores a los Cuerpos del Ministerio de Hacienda especialmente. Los ponentes del dictamen de los tribunales de acceso a los mismos, lejos de lo que se piensa, no van a la caza del estudiante que no tuvo la precaución de estudiarse una cuestión incidental contemplada en el rincón del texto legal. Por el contrario, plantean ejercicios cuya satisfactoria resolución demuestra un conocimiento razonable de las normas aplicables en el ámbito profesional al cual se pretende acceder. Y ese conocimiento razonable pasa, en ocasiones, por saber aplicar el precepto que se tiene delante a un caso no exactamente coincidente con el previsto en el presupuesto de la norma.

Cuanto antecede no obsta, aun así, para la inclusión de algunos casos considerados interesantes, al margen de su mayor o menor probabilidad de ocurrencia fáctica. Se trata de una pequeña licencia de autor.

Resultaría enormemente satisfactorio poder garantizarle que el libro que ha adquirido desplegará vigencia por muchos años. Lamentablemente, ello no sería verdad. Y no por culpa de parte, ciertamente. La materia recaudatoria se presta menos que otras materias tributarias a la variación normativa -es cierto-, pero no constituye, en modo alguno, un sólido bloque de disposiciones inamovibles. Por ello, deberá usted actualizarse de tanto en tanto. Si lo desea, podrá hacerlo a través de las sucesivas revisiones del presente libro.

Por último, el autor desea dar las gracias a su compañero, el también Inspector de Hacienda del Estado D. JOSÉ LUIS MORALES GALLEGO -con cuyo despacho administrativo comparte pared medianera el suyo-, que ha tenido la jobiana paciencia de analizar los distintos supuestos, uno y por uno, mostrando su parecer al respecto de cada uno de ellos. Se han tomado en consideración todas sus recomendaciones, acertadísimas. Aunque las propuestas que este libro entraña en modo alguno le resultan imputables a él sino, exclusivamente, a la propia persona del autor. Es decir, este libro es reflejo de sus opiniones, no de las de otras personas, como tampoco de las de la Agencia Tributaria, en la cual presta servicios. De hecho, en algunos casos se sostienen tesis contrarias a las de esta organización pública.
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Breve semblanza del contenido 



En el preámbulo se ha dejado establecido que este es un libro que trata las distintas rúbricas de la materia recaudatoria en función de su importancia relativa. Dicha importancia, así como la traducción, sobre un total de 150 supuestos, en las citadas rúbricas es la siguiente:



	MATERIA
	%
	Nº



	1. Cuestiones generales
	3,00
	5



	2. Asistencia mutua en materia de recaudación
	0,80
	1



	3. Obligados al pago
	14,20
	21



	4. Formas de extinción de la deuda
	23,94
	36



	5. Medidas cautelares 
	1,35
	2



	6. Garantías 
	4,56
	7



	7. Notificaciones
	4,15
	6



	8. Entidades colaboradoras
	0,73
	1



	9. Recargos del periodo ejecutivo
	2,07
	3



	10. Intereses de demora
	1,55
	3



	11. Suspensión del procedimiento
	8,81
	13



	12. Devolución de ingresos indebidos
	2,38
	5



	13. Recursos y recl. económico-administrativas
	3,01
	5



	14. Embargo
	18,65
	26



	15. Enajenación de bienes embargados
	3,63
	4



	16. Costas del procedimiento
	1,04
	2



	17. Tercerías
	1,97
	3



	18. Otras cuestiones
	3,83
	7



	TOTAL
	100,00
	150




Un somero análisis de este cuadro -de elaboración propia sobre la base de los antecedentes disponibles- permite destacar cuatro grandes rúbricas, cuya importancia sobresale por encima de cualquier otra. Las expongo por orden decreciente: 


	
a) Formas de extinción de la deuda. 

	
b) Embargo. 

	
c) Obligados al pago. 

	
d) Suspensión del procedimiento. 



Por su parte, la distribución relativa de dicha importancia, dentro de cada una de ellas, es la siguiente (la d no se desagrega, por su esencial homogeneidad):


	A. Formas de extinción de la deuda


	A.1
	Pago 
	7%



	A.2
	Aplazamientos y fraccionamientos 
	53%



	A.3
	Prescripción
	29%



	A.4
	Compensación
	20%





	B. Actuaciones de embargo


	B.1
	Cuestiones generales
	18%



	B.2
	Dinero (efectivo y en cuentas)
	13%



	B.3
	Valores
	5%



	B.4
	Créditos
	28%



	B.5
	Sueldos, salarios y pensiones
	22%



	B.6
	Resto de bienes
	13%





	C. Obligados al pago


	C.1
	Sucesores de personas físicas
	11%



	C.2
	Sucesores de personas jurídicas
	11%



	C.3
	Responsables solidarios
	26%



	C.4
	Responsables subsidiarios
	37%



	C.5
	Otras cuestiones
	21%




Estas son, pues, las materias y rúbricas a las que aconsejo se dedique mayor atención. No ya a los efectos de este libro sino, en general, en el desarrollo de la práctica profesional y estudiantil. Profesionales y estudiantes -más los primeros que los segundos- disponen de recursos limitados susceptibles de usos alternativos. Seguir las indicaciones que aquí se recogen supone, por tanto, una buena manera de actuar económicamente, optimizando las capacidades disponibles.






Normativa




Enunciado 


El RGR de 2005 (RD 939/2005, de 29 de julio) resulta aplicable:


	
_ A la Administración Tributaria del Estado con carácter directo y a las demás administraciones tributarias con carácter supletorio. 

	
x A todas las Administraciones Tributarias del Estado con carácter directo. 

	
x A todos los ingresos de derecho público con carácter directo. 

	
_ A los tributos (incluidas las sanciones tributarias) con carácter directo y a los demás ingresos de derecho público con carácter supletorio. 








Respuesta 

El ámbito subjetivo del RGR es el mismo de la Ley 58/2003 (art. 1.2 del RGR). Por tanto, resulta aplicable en los términos que establece dicha Ley 58/2003, cuyo art. 1.1 la hace aplicable a todas las Administraciones Tributarias. En cuanto al ámbito objetivo, viene establecido en el art. 2 del RGR, que lo define como comprensivo de todos los ingresos de derecho público, no solamente de los tributos y sanciones tributarias. Es cierto que en el caso de organismos autónomos y otros entes existen algunas especialidades, pero es el propio RGR el que las regula, luego éstas no empecen al carácter directo de la aplicabilidad del RGR.

El único aspecto que el RGR no regula, por razones de flexibilidad normativa, es el competencial. La justificación de esta forma de proceder la da su propio preámbulo:

"Respecto de los órganos de recaudación, el texto del reglamento ha evitado en esta sección, y en el resto del articulado, la mención a órganos concretos, para poner el acento en la función y no en el órgano que la realiza y conseguir, de esta forma, una mayor flexibilidad frente a futuros cambios de organización. Debe tenerse en cuenta, además, que el reglamento se aplica a distintas Administraciones tributarias, y que éstas tienen facultades de organización autónomas que desarrollan normas de diferente rango".


En el ámbito de la AEAT, la norma competencial básica es la Resolución de 26 de diciembre de 2005 (BOE núm. 312, del 30; corr. err. en BOE núm. 57 de 08-03-2006). Es un texto farragoso cuya comprensión se facilita a través del cuadro resumen que incorpora el anexo.








Preferencia registral




Enunciado 


Sobre un determinado inmueble pesan las cargas que a continuación se indican, anotadas en el Registro de la Propiedad de acuerdo con el siguiente orden temporal: (1) Hipoteca inmobiliaria a favor de la entidad de crédito X, de fecha 15-02-2008; (2) Embargo a favor de la entidad de crédito Y de fecha 20-07-2008; (3) Embargo a favor de la Hacienda Pública de 31-12-2008. El orden de preferencia de los distintos acreedores sobre dicho bien es el siguiente:


	
_ Entidad X / Entidad Y / Hacienda Pública 

	
_ Hacienda Pública / Entidad X / Entidad Y 

	
x Entidad X / Hacienda Pública / Entidad Y 

	
_ Entidad Y / Entidad X / Hacienda Pública 








Respuesta 

A la preferencia se refiere la Ley 58/2003 en su art. 77, bajo la rúbrica "Derecho de prelación". De acuerdo con él, el criterio de ordenación es meramente temporal, es decir, posee preferencia la carga anterior en el tiempo. Se trata del conocido aforismo prior in tempore potior in iure. No obstante, tal regla rige únicamente entre créditos de igual grado. A tal efecto, poseen igual grado al crédito tributario los instrumentados en hipoteca, prenda o, en general, derecho real de garantía (art. 77.1). Para los créditos de distinto grado no rige, sin embargo, el criterio temporal sino el de grado. Quiere ello decir que un crédito superior en grado a otro primará aun cuando haya sido anotado con posterioridad. Es lo que sucede aquí al comparar el embargo de la Hacienda Pública con el de la entidad financiera Y.

Esta consideración determina que los términos carga anterior y carga preferente no sean sinónimos.

La preferencia de la Hacienda Pública se entiende sin perjuicio, en caso de créditos anteriores no preferentes, de la necesidad de hacer valer su derecho preferente en el curso del procedimiento de ejecución del crédito anterior, en su caso, mediante la acción de tercería de mejor derecho. Se trataría de una tercería en procedimiento ajeno, no la que regulan los arts. 117 y siguientes del RGR (tercerías ajenas en el procedimiento ejecutivo de la Hacienda Pública).

Debe, además, diferenciarse claramente la preferencia registral (cuestión substantiva) de la preferencia procedimental. A esta otra cuestión destina el RGR su art. 164, bajo la rúbrica "Concurrencia de procedimientos".

Cuando la Hacienda Pública, no siendo preferente para el cobro, tiene preferencia para ejecutar, debe fijar el tipo de subasta teniendo en cuenta los criterios recogidos en el 97 del mismo RGR ("Valoración y fijación del tipo"). En el caso más habitual, es decir, cuando las cargas preferentes no superan el valor del bien, el tipo de subasta es la diferencia entre éste y aquellas (apartado 6.b.1º). En definitiva, las cargas preferentes subsisten (el rematante adquiere con cargas). Por tanto, el remate se destina exclusivamente al pago de la carga de la Hacienda Pública y, si existe remanente, a las posteriores (art. 110.2).








Corrientes en obligaciones tributarias




Enunciado 


El Sr. X presenta la siguiente situación: (1) Una deuda por IRPF aplazada cuyo primer vencimiento todavía no se ha producido; (2) Una multa de tráfico de 120 euros por exceso de velocidad en fase de embargo; (3) Una autoliquidación presentada fuera de plazo sin previo requerimiento y sin ingreso. El retraso es de tres años; (4) Ha ampliado su actividad de bar-cafetería, incorporando la actividad de venta al por menor de tabaco; la ejerce desde principios de año, previa presentación en plazo del correspondiente modelo censal (036).

¿Puede decirse, a la vista de esta información, que el Sr. X se encuentra al corriente en sus obligaciones tributarias o no?






Respuesta 

La situación conocida como estar al corriente en obligaciones tributarias venía definida inicialmente (desde 1 de enero de 2006) en el art. 126.2 del RGR de 2005. No obstante, tras la entrada en vigor del Reglamento de Aplicación de los Tributos (RAT), aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio (1 de enero de 2008), este precepto -al que dio nueva redacción el propio Real Decreto 1065/2007, a través de su Disposición Final 2ª-, efectúa una simple remisión, a tal fin, al art. 74 del RAT. Así, leemos ahora en el citado art. 126.2 lo siguiente:

"Para la emisión del certificado regulado en este artículo se entenderá que el solicitante se encuentra al corriente de sus obligaciones tributarias cuando se verifique la concurrencia de las circunstancias que, a tales efectos, se prevén en el artículo 74.1 del Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio".


El cambio normativo obedece a que siendo el RAT la norma general, no tenía demasiado sentido, tras su promulgación, mantener la regulación inicial del RGR, referida únicamente a un supuesto concreto (el de los certificados de estar al corriente a efectos de exención de la responsabilidad de contratistas y subcontratistas, ex art. 43.1, letra f, de la Ley 58/2003).

En cualquier caso, el art. 74.1 del RAT no es la mera reproducción literal del antiguo 126.2 RGR, aunque sí responde a su mismo contenido material. Concretamente, el primero de tales preceptos alude expresamente a las declaraciones y autoliquidaciones por tributos locales, que no constan en el segundo.

A tenor, pues, de la lectura del art. 74.1 del RAT, estar al corriente en obligaciones tributarias implica el cumplimiento tanto de obligaciones materiales (pago) como formales (declaraciones). Respecto de las primeras, las únicas obligaciones relevantes son las referidas a conceptos tributarios. Por tanto, que se posea una sanción de tráfico no impide estar al corriente. En cuanto a las deudas tributarias, no se consideran tales las que se encuentran aplazadas o fraccionadas. La presentación de declaraciones extemporáneas merece un comentario diferente. En efecto, si no se presentan y el retraso es superior a un año no computan; sin embargo, si se presentan y no se ingresan, sí, por cuanto que entonces, al día siguiente de su presentación incurren en periodo ejecutivo (art. 161.1.b in fine Ley 58/2003) y, en consecuencia, incumplen lo dispuesto en la letra g) del art. 74. El Sr. X no está, pues, al corriente en sus obligaciones tributarias materiales. El IAE posee una regla específica, consistente en que se exige estar dado de alta antes del ejercicio de la actividad, extremo que se cumple. Según vemos, se cumplen aquí las obligaciones formales. Existe, en definitiva, cumplimiento de obligaciones formales pero incumplimiento de obligaciones materiales. El sujeto no está, por tanto, al corriente en sus obligaciones tributarias.

Resulta curioso señalar, en cualquier caso, que de no haber presentado la autoliquidación extemporánea no habría deuda y estaría al corriente, aun cuando ello represente un grado de colaboración menor con la Administración tributaria. Pero la dicción literal de la letra g) del art. 74.1 no deja lugar a dudas. Para que esta paradójica situación no se diera, debería haber concluido con un inciso final de tenor parecido al siguiente "... excepto lo dispuesto en el apartado 3 siguiente", cosa que no ha hecho. Se trata de un resultado incoherente, pues la apuesta que efectúa el ordenamiento tributario por el reconocimiento de la deuda sin ingreso, frente a la pura no declaración, es patente en el ámbito infractor. En este sentido, únicamente el segundo comportamiento es constitutivo de infracción tributaria.








Certificados (I)




Enunciado 


Señale cuáles de las siguientes afirmaciones son verdaderas (existe al menos una), sabiendo que todas ellas van referidas a la Agencia Estatal de Administración Tributaria y al ámbito de la colaboración social en la aplicación de los tributos:


	
_ Los únicos certificados que pueden solicitarse por internet son los de estar al corriente de las obligaciones tributarias y los de contratistas y subcontratistas. 

	
_ La recogida del certificado exige estar suscrito el Servicio de Notificaciones Telemáticas Seguras. 

	
x Para poder solicitar por internet certificados tributarios en representación de terceras personas se debe ostentar la representación de las mismas. 

	
_ El único modo válido de representación a efectos electrónicos es a través del documento normalizado de representación aprobado por la AEAT. 








Respuesta 

En el marco de los arts. 92 a 95 de la Ley 58/2003, del Real Decreto 1377/2002, de 20 de diciembre, de desarrollo de los citados preceptos legales, y del Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Aplicación de los Tributos (arts. 79 a 81), la colaboración social por vía electrónica en la aplicación de los tributos se halla regulada en la Resolución de 29 de mayo de 2006, del Director General de la AEAT, modificada por la posterior Resolución de 18 de septiembre de 2009. El apartado segundo.2 de la citada resolución de 2006 indica que los certificados tributarios que pueden pedirse por internet son:


	
a) Certificado de estar al corriente de las obligaciones tributarias. 

	
b) Certificado de residencia fiscal. 

	
c) Certificado de contratistas y subcontratistas. 



Luego la primera opción, que omite el certificado de residencia fiscal, es falsa.

Por lo que atañe a la obtención del certificado, la instrucción tercera contempla cuatro posibles modos de hacerlo, de los cuales uno es el que se recoge en la opción segunda, que, por este motivo, también es falsa. Los otros tres son: a) La Oficina Virtual de la AEAT; b) El domicilio consignado a efectos de notificaciones en los modelos de declaración censal (030/036/037); c) El domicilio fiscal.

Para poder actuar en representación de terceros, por otra parte, debe tenerse atribuida su representación, legal o voluntaria. En particular, para relacionarse, en nombre y por cuenta suya, ante la Administración electrónica.

La cuarta y última opción es también falsa. En efecto, introduce una restricción que no resulta admisible. La representación se rige, en el ámbito tributario, por lo dispuesto al efecto en el art. 46 de la Ley 58/2003, que permite que se haga por cualquier medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna de la misma; incluso, mediante declaración en comparecencia personal del interesado ante el órgano administrativo competente (apud acta). Reconoce, además, la validez de los documentos normalizados de representación que la Administración tributaria pueda aprobar, pero sin conferirles carácter excluyente.








Certificados (II)




Enunciado 


¿Qué órgano es el competente para la firma del certificado al que se refiere el art. 175.2 de la Ley 58/2003?






Respuesta 

De acuerdo con el art. 42.1.c) de la Ley 58/2003, cuando se produce la sucesión jurídica en la actividad económica (ej: compraventa de la empresa), como criterio general, el adquirente responde de todas las deudas tributarias -incluidas las sanciones- imputables al transmitente (devengadas ya o no, liquidadas o por liquidar). No obstante, dicha regla general cede si con anterioridad a la adquisición el potencial adquirente solicita a la Administración tributaria un certificado sobre las deudas del transmitente. En tal caso sólo responde por las consignadas en el certificado. Si no se recibe contestación administrativa en el plazo de tres meses no se asume responsabilidad alguna (aunque existan tales deudas).

En definitiva:

El certificado debe mencionar, en cualquier caso, deudas ya liquidadas y vencidas. Se trata, pues, de un mecanismo introducido por razones de seguridad jurídica del tráfico.

El art. 175.2 de la Ley 58/2003 regula los pormenores del certificado. Desgraciadamente, omite cualquier mención al órgano competente para suscribirlo. Tampoco el RGR -que destina al certificado su art. 125- aborda esta cuestión de la competencia. No cabe, sin embargo, duda de que recae en un órgano recaudatorio, por la directa vinculación del certificado al procedimiento de recaudación. Se trata, entonces, de hallar cuál de los órganos contemplados en la Resolución de 26 de diciembre de 2005 es el más acorde para el desarrollo de la función. La repuesta ha de buscarse por exclusión, porque tampoco esta resolución alude de modo expreso a la competencia para expedir los certificados del art. 175.2 de la Ley 58/2003. Así, el apartado tercero de la misma, en su punto 1.2.3.28), atribuye al titular de la Dependencia Regional de Recaudación a cuyo ámbito se halle adscrito el obligado al pago la competencia relativa a los actos no atribuidos expresamente a ningún otro órgano recaudatorio. Parece, por tanto, que debiera ser el Jefe de la Dependencia Regional de Recaudación de adscripción quien expidiera el certificado al que se refiere el art. 175.2 de la Ley 58/2003. Sin embargo, ha de tenerse en cuenta, por otra parte, que la propia solicitud del certificado puede acelerar la conclusión de regularizaciones pendientes e, incluso, abrir otras nuevas. Sobre dichas liquidaciones, si se hallaran en periodo voluntario de pago, poco tendrá entonces que decir la Dependencia Regional de Recaudación. Por ello, con mejor criterio, la competencia debe recaer en el Delegado Especial de la AEAT.








Asistencia mutua en materia de recaudación




Enunciado 


El Sr. X reside en Lanzarote y tiene una deuda pendiente con la Administración tributaria alemana. ¿Puede Alemania acogerse al procedimiento de asistencia mutua en materia de recaudación para hacerla efectiva? ¿Cambiaría la respuesta si el Sr. X residiera en la península ibérica?






Respuesta 

El procedimiento de asistencia mutua persigue que el cobro efectivo de los créditos tributarios no se vea impedido por el hecho de que éstos correspondan a un Estado distinto de aquel otro en el cual reside el obligado al pago o radica su patrimonio. En la actualidad se rige por la Directiva 2010/24/UE, del Consejo, de 16 de marzo, publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea del 14. España aún no la ha traspuesto (puede hacerlo hasta 31 de diciembre de 2011). Se rige, en consecuencia, por la anterior, la Directiva 2008/55/CE, también del Consejo, cuya trasposición se contiene en el Real Decreto 704/2002, de 19 de julio (en realidad, esta norma reglamentaria española es trasposición de la Directiva 2001/44/CE, del Consejo, sustituida por la de 2008 pero con la cual no es -el citado real decreto- incompatible).

El procedimiento de asistencia mutua implica exclusivamente a los estados miembros de la Unión Europea, que en la actualidad son los que recoge el anexo de la Orden EHA/564/2007, de 7 de marzo (BOE núm. 63, de 14 de marzo):


	
1. Alemania 

	
2. Austria 

	
3. Bélgica 

	
4. Bulgaria 

	
5. Chipre 

	
6. Dinamarca 

	
7. Eslovaquia 

	
8. Eslovenia 

	
9. Estonia 

	
10. Finlandia 

	
11. Francia 

	
12. Grecia 

	
13. Hungría 

	
14. Irlanda 

	
15. Italia 

	
16. Letonia 

	
17. Lituania 

	
18. Luxemburgo 

	
19. Malta 

	
20. Países Bajos 

	
21. Polonia 

	
22. Portugal 

	
23. Reino Unido 

	
24. República Checa 

	
25. Rumanía 

	
26. Suecia 



Tales países, junto con el nuestro, definen la "Europa de los veintisiete".

En cualquier caso, cada uno de los Estados miembros citados incluye, a los efectos de la asistencia mutua, todo su territorio, aun cuando una parte del mismo no constituya ámbito territorial de aplicación de algún tributo concreto. En el caso español, por ejemplo, Canarias no es territorio IVA, pero sí territorio de asistencia mutua recaudatoria.

Por ello, que el deudor resida en Canarias o en la península resulta irrelevante a los efectos de este supuesto. En ambos casos la respuesta es la misma: Alemania puede aplicar el procedimiento de asistencia mutua al cobro de su deuda. Para ello, la autoridad requirente (en Alemania) formulará una petición de cobro a la requerida, (en España), sin que pueda aquélla entablar relación directa con el deudor (aunque a sus funcionarios les está permitido asistir a las actuaciones, junto con los nacionales, sobre dicho deudor).








Sucesores de personas físicas (I)




Enunciado 


El Sr. X es obligado al pago a la Hacienda Pública por una deuda de 135.517,28 euros. Solicitada información patrimonial sobre el mismo, resulta negativa. Actuaciones adicionales del órgano de recaudación ponen de manifiesto las siguientes circunstancias:


	
a) Tiene una hermana. 

	
b) El Sr. X habita en la vivienda de su madre, fallecida hace un mes sin testar y sin que conste declaración de herederos. 

	
c) La mencionada vivienda era el único elemento patrimonial poseído por su madre, además de la pensión de la Seguridad Social. 



A la vista de tales antecedentes, ¿qué actuaciones proceden en orden al eventual cobro de la deuda del Sr. X?






Respuesta 

Al no poseer el Sr. X elementos patrimoniales de su titularidad, la única forma de cobrar la deuda es embargando la vivienda. Sin embargo, para ello debe ser suya, lo que requiere apurar el procedimiento sucesorio. Dicho procedimiento consiste, sucintamente, en que los herederos acepten la herencia y procedan a su partición, con adjudicación concreta de bienes a uno y otro. Existiendo un único bien, deberá adjudicárselo uno de los dos, liquidando la mitad de su valor al otro en metálico o reconociéndole un crédito por dicho importe. En este sentido, la pensión se extingue por el fallecimiento de la madre, luego no forma parte de su herencia.

Estos trámites (declaración de herederos y aceptación) pueden ser instados por cualquier acreedor, en este caso la Hacienda Pública, transcurridos nueve días desde el fallecimiento de la madre (art. 1.004 del Código Civil).

Por tanto, las actuaciones que deben llevarse a cabo son las siguientes:


	
1. Instar la declaración de herederos. 

	
2. Instar la aceptación de la herencia: Si no hay aceptación -por parte del Sr. X y su hermana- puede tratarse porque renuncien -en cuyo caso la Hacienda Pública puede aceptar en sustitución- o porque no se pronuncien, en cuyo caso se entiende aceptada. 



Una vez aceptada la herencia podría ya embargarse la mitad de la misma (que es tanto como decir la mitad indivisa del inmueble). En este caso dicha solución sería más conveniente a los intereses de la Hacienda Pública que esperar a la fase de adjudicación, es decir, que materializar el embargo sobre bienes concretos (de optarse por esto otro, seguramente los hermanos convendrían en adjudicar la vivienda a ella).








Sucesores de personas físicas (II)




Enunciado 


Si en el mismo supuesto anterior, hubiera habido aceptación de la herencia pero se hubiera omitido la inclusión en ella de la vivienda en que reside el Sr. X y el caudal relicto lo formaran ésta y una segunda residencia, adjudicada a la hermana, de igual valor que la primera, ¿cuál sería la forma procedente de actuar?






Respuesta 

Al haber sido adjudicada la segunda vivienda a la hermana y constituir la misma el único bien incluido en la herencia, el Sr. X habrá percibido -se habrá declarado percibido, para ser exacto- su equivalente económico en dinero o crédito. Ateniéndose a dicha declaración -a falta de mayor información-, se embargaría tal crédito. No obstante, si ambas viviendas hubieran sido incluidas en la herencia, al tener ambas igual valoración, cada uno de los hermanos hubiera accedido a uno de los inmuebles. Esta segunda opción satisface mejor los intereses públicos (embargo de un inmueble frente a simple embargo de bienes fungibles). En consecuencia, habrá que lograr que la vivienda omitida -si se conoce dicha omisión- siga el cauce habitual de la herencia. Pero como la partición ya ha sido realizada, se ha producido también ya la extinción de la comunidad hereditaria (art. 1.079 del Código Civil). No cabe, pues, rescindir la partición sino adicionar el bien omitido, que será adjudicado directamente al Sr. X. Una vez adjudicado, se procedería a su embargo.








Sucesores de personas jurídicas (I)




Enunciado 


La entidad XX, S.A., deudora a la Hacienda Pública por 400.000 euros, ha sido disuelta y liquidada. El haber resultante de la liquidación y su adjudicación por socios es el siguiente: (1) Haber líquido: 100.000 euros; (2) Socio 1: 60.000 euros; (3) Socio 2: 40.000 euros. Como tal es inscrito es el Registro Mercantil. Posteriormente, el órgano de recaudación comprueba que el haber líquido era realmente superior (200.000 euros). Ante tal situación, procede:


	
_ Dirigirse, en concepto de sucesores, a los socios, al primero por 240.000 euros y al segundo por 160.000 euros. 

	
_ Dirigirse, en igual concepto, a los socios, exigiendo al primero 60.000 euros y al segundo 40.000 euros. El resto de la deuda (300.000 euros) sería, en su caso, dado de baja por incobrable 

	
x Dirigirse al primer socio, en su concisión de sucesor, por 120.000 euros, y al segundo, por igual título, por 80.000 euros. 

	
_ Exigir la totalidad de la deuda (400.000 euros) a cualquier de ambos, con independencia de sus posteriores acciones mutuas de repetición, al margen de la Hacienda Pública. 








Respuesta 

Al tratarse de una sociedad que limita la responsabilidad de sus socios, el supuesto se rige por el art. 40.1.1º de la Ley 58/2003, que señala la responsabilidad de cada socio, a título de sucesor, en la cuota de liquidación que le corresponda. Esta cuota no es la declarada sino la que, en función de su participación en el capital social, quepa atribuirle según el verdadero haber de liquidación. Aquí, de su participación en el haber líquido declarado se deduce que las respectivas participaciones son 60% y 40%. Por tanto, esos mismos porcentajes deberán ser los aplicados al haber comprobado (200.000 euros). Por tanto, el socio 1 sucede en el pago de 0,6 x 200.000 = 120.000 euros, y el socio 2 en el de 0,4 x 200.000 = 80.000 euros. Como vemos, la responsabilidad no va más allá del verdadero haber liquidado. El resto (400.000 - 200.000 = 200.000 euros), si no logra cobrarse de otro modo, será cancelado por incobrable.








Sucesores de personas jurídicas (II)




Enunciado 


Una comunidad de bienes, formada por los socios X e Y, recibe la notificación de apremio de una paralela de IVA (cuota), que no atiende en plazo, cuyo importe asciende a 120.000 euros. Dos meses después se disuelve. La Hacienda Pública se dirige a los dos comuneros, exigiendo a cada uno de ellos el importe citado. ¿Es ello correcto o no?






Respuesta 

Las comunidades de bienes son entes que, desde el punto de vista tributario, se incardinan en la categoría contemplada en el art. 35.4 de la Ley 58/2003 (herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, careciendo de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición.). Por su parte, el art. 40.4 de la misma ley dispone que "En caso de disolución de fundaciones o entidades a las que se refiere el apartado 4 del artículo 35 de esta ley, las obligaciones tributarias pendientes de las mismas se transmitirán a los destinatarios de los bienes y derechos de las fundaciones o a los partícipes o cotitulares de dichas entidades.". El término disolución es, en cualquier caso, más propio de sociedades que de comunidades de bienes. En nuestro derecho, estas últimas se rigen por las reglas de la copropiedad (arts. 392 y siguientes del Código Civil), que prevén, como causa de cesación de efectos de la comunidad, la división de la cosa común. No obstante, si la cosa es esencialmente indivisible y los condueños no alcanzan acuerdo sobre su adjudicación a uno de ellos y la indemnización a los demás, procederá la venta de aquélla y el reparto de lo obtenido entre todos ellos. De conformidad con esto, ambos comuneros (X e Y) responden de la totalidad de la deuda. Ésta, además, incluye el recargo del periodo ejecutivo, de conformidad con el art. 127.4.d) del RGR. La actuación es, pues, correcta.

Como puede verse, no resulta aplicable aquí la responsabilidad por cuotas contemplada en el art. 42.1.b) de la misma Ley 58/2003.








Sucesores de personas jurídicas (III)




Enunciado 


1.- La sociedad anónima PERSIANAS Y TOLDOS, S.A., ante la situación de crisis generalizada del sector en el que opera, ha incurrido en pérdidas que han dejado lo suficientemente disminuido su patrimonio neto, en comparación con su capital, como para incurrir en supuesto de disolución forzosa. Sustanciado el correspondiente proceso, éste concluye con la liquidación de la misma. El balance de liquidación sobre cuya base tienen pensado los liquidadores efectuar la liquidación efectiva de la mercantil es el siguiente (importes en euros):



	Activo
	Pasivo




	1. Inmovilizado
	280.000
	1. Neto liquidación
	35.000



	2. Créditos
	50.000
	2. Acreedores no tribut.
	10.000



	3. Tesorería
	15.000
	3. Hacienda Pública
	300.000



	Total
	345.000
	Total
	345.000





La sociedad tiene como socios a dos hermanos, Sres. X e Y, cuyas respectivas participaciones en el capital de PERSIANAS Y TOLDOS, S.A. ascienden a 40 y 30%, y a una sociedad, TENEDORA DE TÍTULOS, S.L., que detenta el 30% restante. A su vez, TENEDORA DE TÍTULOS, S.L. es propiedad de los citados hermanos, que participan en ella en proporciones (1/3) y (2/3), respectivamente.

Finalmente, la rúbrica de pasivo "Hacienda Pública" se corresponde con la liquidación procedente de un acta por el IS del último ejercicio cerrado (250.000 euros) y su sanción anexa (50.000 euros).

Bajo tales condiciones, el órgano de recaudación podrá dirigirse contra los socios de PERSIANAS Y TOLDOS, S.A. en los siguientes términos (indicar los que resulten válidos):


	
_ Por la vía de la responsabilidad tributaria solidaria prevista en el art. 42.2.a) de la Ley 58/2003. 

	
_ Contra cualquiera de los dos hermanos, por la vía de la responsabilidad tributaria subsidiaria prevista en el art. 43.1.a) de la Ley 58/2003. 

	
_ Por la vía de la sucesión en la personalidad jurídica, aunque sólo frente a los hermanos, ya que el tercer socio es, a su vez, una persona jurídica. 

	
_ Por la vía de la sucesión en la personalidad contra los socios personas físicas, a cada uno de ellos por 150.000 euros. 

	
_ Por la vía de la sucesión de la personalidad jurídica contra los socios personas físicas, a cada uno de ellos por 125.000 euros, ya que las sanciones tributarias no se transmiten, por el principio de personalidad de la pena. 

	
_ Por la vía de la sucesión de la personalidad jurídica contra los socios personas físicas, al primero por 120.000 euros y al segundo por 90.000 euros. 



2.- Resolver este mismo supuesto bajo la hipótesis de que las cifras de neto liquidativo y deuda con la Hacienda Pública sean, respectivamente, las siguientes:



	a) Neto de liquidación
	150.000 euros



	b) Cuota del acta
	150.000 euros



	c) Sanción
	35.000 euros




3.- Si posteriormente el órgano de recaudación comprobara que el balance de liquidación confeccionado era erróneo y que, realmente, el neto de liquidación ascendía a 100.000 euros, fruto de la afloración de un activo oculto por valor de 65.000 euros. ¿Qué repercusión tendría ello en los socios?






Respuesta 

1.- Ninguna de las soluciones ofrecidas es correcta, a tenor del art. 40 de la Ley 58/2003 ("Sucesores de personas jurídicas y de entidades sin personalidad"). En efecto, tratándose de sociedades disueltas y liquidadas que limitan la responsabilidad de sus socios (anónimas y limitadas), que es el supuesto aquí planteado, la sucesión se rige por los siguientes criterios:


	
a) Son sucesores los socios de la persona jurídica, con independencia de que sean, a su vez, personas jurídicas o físicas; 

	
b) La base de la responsabilidad por sucesión es el haber neto de liquidación, salvo que la magnitud (deuda + sanción) sea inferior, en cuyo caso se toma esta última. 

	
c) La responsabilidad de cada sucesor se obtiene aplicando a la base de responsabilidad su porcentaje de participación en el capital social. 



Sobre la base de estas consideraciones cabe decir, por lo que respecta a las dos primeras opciones, que no tenemos información sobre la realización del respectivo presupuesto de responsabilidad (colaboración en la despatrimonialización fraudulenta del obligado al pago y administradores que incurren en dejación de funciones). En efecto, sólo se no da información sobre los socios. Pero no sabemos si dichos socios: 1) Han colaborado en una eventual despatrimonialización; 2) Revisten, además de ser socios, de la condición de administradores. Son, pues, falsas.

La tercera es falsa porque no respeta el criterio a). En definitiva, una persona jurídica puede, perfectamente, suceder a otra, si tal es el caso, como sucede en este supuesto.

La cuarta es también falsa, por igual motivo que la tercera.

La quinta opción es falsa, igualmente. En este caso porque no se atiene ni al criterio a) ni al b). En cualquier caso, respecto de la inclusión de la sanción en la base de la obligación de pago del sucesor cabe referirse al art. 40.5 de la Ley 58/2003, que expresamente lo permite.

Y lo mismo sucede con la opción sexta, que también vulnera los criterios a) y b), aunque este último de un modo diferente a la quinta precedente.

La respuesta correcta hubiera sido:


	
a)Sucesores: 
	
- Sr. X 

	
- Sr. Y 

	
- TENEDORA DE TÍTULOS 





	
b)Base de responsabilidad: La menor cantidad de entre el haber neto liquido (35.000 euros) y la deuda + sanción (300.000 euros), es decir, 35.000 euros. 

	
c)Responsabilidades individuales: 
	
- Sr. X → 0,40 x 35.000 = 14.000 euros 

	
- Sr. Y → 0,30 x 35.000 = 10.500 euros 

	
- TENEDORA DE TÍTULOS, S.L. → 0,30 x 35.000 = 10.500 euros 







2.- La base de responsabilidad será ahora 150.000 euros, que si son pagados por los socios (en proporciones 60.000, 45.000 y 45.000 euros), determinarán la baja en cuentas de la cuota, quedando subsistente la sanción.

3.- De acuerdo con el apartado 4, con la Ley 230/1963 este supuesto hubiera sido irrelevante, porque su texto aludía a una responsabilidad por sucesión igual al "valor de la cuota de liquidación que se les hubiere adjudicado" (art. 89.4). La Ley 58/2003, por el contrario, habla "del valor de la cuota de liquidación que les corresponda". Y lo que corresponde es lo que en derecho proceda, no lo que se afirme por los interesados que resulta procedente. Por tanto, se girarían liquidaciones adicionales de acuerdo con los siguientes importes:


	
- Sr. X → 0,40 x 65.000 = 26.000 euros 

	
- Sr. Y → 0,30 x 65.000 = 19.500 euros 

	
- TENEDORA DE TÍTULOS, S.L. → 0,30 x 65.000 = 19.500 euros 



Naturalmente, los socios podrían impugnarlas, atacando la procedencia del ajuste al alza. Y habría que estar a resultas de lo que de tales recursos dimanara.








Responsabilidad (I)




Enunciado 


El plazo de ingreso del responsable es:


	
x El del art. 62.2 de la Ley 58/2003. 

	
_ El del art. 62.2 de la Ley 58/2003, excepto que lo sea por aplicación del art. 42.2 de la misma ley, en cuyo caso es el del art. 62.5. 

	
_ El que fije el acuerdo de responsabilidad. 

	
_ El de impugnación de la responsabilidad (un mes). 








Respuesta 

La responsabilidad del art. 42.2 de la Ley 58/2003 se diferencia de los demás supuestos de responsabilidad en que:


	
(1) No se permite en ella al responsable impugnar las liquidaciones del deudor principal sino únicamente el alcance de la responsabilidad y la propia procedencia de ésta. 

	
(2) Su alcance se extiende a los recargos ejecutivos del deudor principal. 



No obstante, en materia de periodo de ingreso se rige por la regla general, aplicable a todos los supuestos de responsabilidad: periodo voluntario de ingreso (art. 62.2), contado desde la fecha de notificación de la derivación. Así se desprende del art. 41.3.2º de la propia Ley 58/2003, que dispone en este sentido que "Cuando haya transcurrido el plazo voluntario de pago que se conceda al responsable ....". Por otra parte, cabe referirse también al art. 174.6.1º de la misma ley, que efectúa una remisión expresa al previo 62.2 ("El plazo concedido al responsable para efectuar el pago en periodo voluntario será el establecido en el apartado 2 del artículo 62 de esta ley").








Responsabilidad (II)




Enunciado 


El trámite de audiencia del procedimiento de declaración de responsabilidad tributaria:


	
_ Es prescindible cuando no vayan a ser considerados más elementos de juicio que los aportados por el propio interesado. 

	
_ Tendrá una duración no inferior a diez días. 

	
x Tendrá una duración de quince días hábiles. 

	
_ Tendrá una duración de quince días naturales. 








Respuesta 

Respecto de la duración de este trámite se pronuncia el art. 124.1.2º del RGR, que lo sitúa en quince días (contados a partir del siguiente al de notificación de la apertura del procedimiento). Como no especifica si se trata de días hábiles o naturales rige la regla administrativa general de que son hábiles, contenida en el art. 48.1.1º de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Por otra parte, respecto de la obligatoriedad del trámite de audiencia, cabe decir que, como regla general, es prescindible "cuando en las normas reguladoras del procedimiento esté previsto un trámite de alegaciones posterior a dicha propuesta (se refiere a la propuesta de resolución)" (art. 99.8 Ley 58/2003). Pero en el procedimiento de derivación de responsabilidad no cabe hacer alegaciones tras el trámite (art. 174.3), luego no puede aplicarse nunca dicha regla especial. Rige en consecuencia, sin excepciones, la regla general. El trámite es, así, obligatorio siempre. Bien es cierto que el art. 41.5 de la propia Ley 58/2003 prevé que pueda derivarse responsabilidad sin previo procedimiento cuando así lo disponga una ley (es el caso, por ejemplo, del art. 9.3 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo), que permite dirigirse directamente contra el pagador de rendimientos a no residentes que actúen sin establecimiento permanente, por la falta de ingreso del perceptor (deudor principal). Pero en tal caso no hay trámite porque no hay procedimiento, que es cosa distinta a procedimiento sin trámite.








Responsabilidad (III)




Enunciado 


En materia de responsabilidad tributaria:


	
_ El beneficio de excusión opera en sus dos modalidades. 

	
_ Las sanciones forman parte de su alcance, salvo que una norma establezca lo contrario. 

	
x Las sanciones no forman parte de su alcance, salvo que una norma establezca lo contrario. 

	
_ Nunca forma parte del alcance de la misma el recargo ejecutivo. 








Respuesta 

El beneficio de excusión significa agotar la acción de cobro frente al deudor principal antes de dirigirse al responsable, algo que sólo ocurre en la responsabilidad subsidiaria, cuyo inicio se supedita a la declaración de fallido del deudor principal (art. 176 Ley 58/2003). En la solidaria basta para exigir el pago al responsable haber agotado el periodo voluntario respecto del deudor principal (art. 175 Ley 58/2003), lo cual no significa haber apurado la acción de cobro frente a él. En cuanto a las sanciones, no forman parte del alcance, como regla general, salvo que se prevea lo contrario (regla especial) (art. 41.4 Ley 58/2003). Por tanto, la opción correcta es la tres, que respeta este orden, no la dos, que dice lo mismo pero en un orden inverso. En cuanto a la cuarta, es falsa, porque no tiene en cuenta la excepción de los responsables del art 42.2, en que sí puede formar parte del alcance de su responsabilidad un recargo ejecutivo. Ello, desde la reforma operada en el art. 42.2 de la Ley 58/2003 por la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal.








Responsabilidad solidaria (I)




Enunciado 


La responsabilidad solidaria:


	
_ Puede exigirse antes de que concluya el periodo voluntario de pago del deudor principal. 

	
x Puede declararse antes de que concluya el periodo voluntario de pago del deudor principal, pero nunca exigirse antes de dicha conclusión. 

	
_ No puede declararse antes de que medie liquidación comunicada. 

	
x No puede declararse transcurridos más de seis meses desde el inicio del procedimiento tendente a ello. 








Respuesta 

La exigencia de la responsabilidad solidaria queda supeditada, sin excepciones, al previo agotamiento del periodo voluntario de pago del deudor principal (art. 175.1 Ley 58/2003). Sin embargo, puede declararse antes, con tal de que se cumplan dos condiciones: (1) No se haga antes de que exista liquidación (basta que exista, aunque no se haya notificado); (2) No se haga transcurridos más de seis meses desde el inicio del procedimiento, pues en tal caso éste caducaría (art. 104 Ley 58/2003).








Responsabilidad solidaria (II)




Enunciado 


La Hacienda Pública embarga en su momento un establecimiento mercantil que luego subasta. Es adquirido por la entidad X. Fruto del remate, quedan deudas no cubiertas por valor de 237.000 euros. ¿Responde el adquirente de dicha cuantía?






Respuesta 

La duda se plantea por cuanto que el adjudicatario de la subasta podría ser considerado adquirente por sucesión de una actividad económica y, en consecuencia, incurrir en el presupuesto de la responsabilidad solidaria contemplada en el art. 42.1.c) de la Ley 58/2003. Sin embargo, la sucesión jurídica desencadenante de dicha responsabilidad es sólo la que tiene lugar por cesión, transmisión, enajenación o traspaso, tal y como ha establecido el Tribunal Supremo (Sentencias de 08-10-1982 y 08-03-1995). Pero mediando subasta, el nexo entre transmitente y adquirente se rompe. En efecto, el transmitente, al enajenarse su patrimonio, se extingue como tal. Quien adquiere no lo hace, pues, de él.

De las únicas deudas de las que responderá el adquirente son las que graven a los distintos bienes adquiridos, en caso de que las haya, que sean anteriores (porque se adquiere con ellas, al minorar el tipo de subasta).

Cosa distinta es que pudiera entenderse que la subasta y posterior adquisición representa un fraude de ley propiciado (ej: subastado y adquirente son la misma persona, en última instancia). En tal caso, se estaría, cuanto más, ante un supuesto de sucesión fáctica, sí combatible por el art. 42.1.c) señalado.








Responsabilidad solidaria (III)




Enunciado 


Una comunidad de bienes está formada por los Sres. X e Y. La comunidad tiene pendiente de pago una deuda por IVA (cuota) de 15.328,28 euros correspondiente a una declaración trimestral de IVA cuyo periodo de presentación e ingreso finalizó cuando los comuneros eran los Sres. X y Z. El periodo voluntario de ingreso de la liquidación finalizó el día 20-04-2004. Tres meses después, la Administración tributaria se plantea derivar responsabilidad. ¿A quiénes deberá dirigirse y sobre la base de qué precepto?






Respuesta 

Son dos las dudas que suscita el enunciado propuesto y, en consecuencia, dos también las cuestiones sobre las que se pide respuesta.

En primer lugar, los comuneros al tiempo de inicio del periodo ejecutivo son los Sres. X e Z, mientras que en el momento en que se va a derivar son los Sres. X e Y. El Sr. X pertenece a ambos conjuntos, luego parece claro que la responsabilidad le afecta en todo caso. De los otros dos (Y/Z), quedará comprometido por esa misma responsabilidad quien incurra en el presupuesto de ésta. En tal sentido, dicho presupuesto se basa -elemento objetivo- en la existencia de obligaciones tributarias pendientes, lo que apunta al día de finalización del plazo de ingreso voluntario. Y en dicho momento, el comunero era Z.

Por este mismo razonamiento, en segundo lugar, la norma aplicable sería la vigente en el momento de realización del presupuesto de la responsabilidad, es decir, la Ley 230/1963. Se aplicaría, así, el art. 39 de la misma, no el 42.1.b) de la Ley 58/2003 (que entró en vigor el día 01-07-2004).

En definitiva, debe dirigirse la responsabilidad contra X e Z, sobre la base, a cada uno de ellos, del art. 39 de la antigua Ley General Tributaria. Cada uno responderá, pues, por la mitad de 15.328,28 euros.

Es de señalar que el supuesto planteado no posee solución pacífica. Así, por ejemplo, el INFORMA (cuestión 127.491) sostiene el criterio opuesto. Basa la respuesta en el hecho de que "el presupuesto de hecho de la responsabilidad es precisamente la participación en entidad sin personalidad jurídica". En consecuencia, responden quienes tengan la condición de comuneros en el momento en que la Administración tributaria pretenda dirigir contra ellos la acción de cobro (X e Y). Por el mismo motivo, será la normativa vigente en dicho momento la aplicable (Ley 58/2003). Cabe, sin embargo, objetar desde mi punto de vista a dicho criterio lo siguiente: (1) Con él, los sujetos derivables y la norma aplicable quedan en manos de la Administración; (2) El verdadero presupuesto de la responsabilidad es la existencia de obligaciones tributarias pendientes en comunidades de bienes, no la mera condición de comunero. La prueba se tiene si consideramos que el comunero de una comunidad sin deudas no debe afrontar responsabilidad alguna.








Responsabilidad solidaria (IV)




Enunciado 


La entidad X presenta su autoliquidación de IVA correspondiente al 3T con simultánea solicitud de aplazamiento. Lo hace el último día del plazo. ¿Puede derivarse responsabilidad solidaria a partir del día siguiente?






Respuesta 

El problema se suscita porque finalizado el periodo voluntario de ingreso, éste no ha tenido lugar; sólo ha acaecido la solicitud de su aplazamiento. Sin embargo, el aplazamiento debe equipararse al pago, pues la propia Ley 58/2003 así lo concibe en muchos casos (ej: arts. 27.3, 161.2.1º y 188.2.a). Por otra parte, la solicitud de aplazamiento formulada en periodo voluntario suspende su ingreso en tanto no se resuelva (art. 65.5.1º Ley 58/2003). No puede, por tanto, derivarse una liquidación cuyo cobro en el deudor principal se halla suspendido.

De otra parte, la derivación es un acto doble: por un lado, declara la responsabilidad; de otro, la exige. Es la exigencia lo que queda impedido por la solicitud de aplazamiento. Respecto de la declaración, basta para ello que exista autoliquidación, extremo que se cumple.

En definitiva, puede declararse la responsabilidad, pero no exigirse. Por tanto, la derivación -que engloba ambos actos- no resulta factible.








Responsabilidad solidaria (V)




Enunciado 


La entidad HTML, residente en Holanda, actúa en territorio español mediante establecimiento permanente. La Inspección de Hacienda le incoa actas por el Impuesto sobre la Renta de No Residentes (IRNR) que ascienden a 320.000 euros (cuota). La sanción es de 115.000 euros. ¿Qué posibilidades existen de derivar responsabilidad solidaria por tales deudas?






Respuesta 

La responsabilidad por deudas de deudores principales que no tienen la condición de residentes en territorio español se regula en el art. 9 del Texto Refundido del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, aprobado por el Real Decreto 5/2004, de 5 de marzo. El precepto distingue según que el obligado al pago actúe con o sin establecimiento permanente. En el primer caso (establecimiento permanente) responden solidariamente de sus deudas sus representantes (art. 9.4). En este sentido, art. 10 del TRIRNR -en la redacción conferida al mismo por la Ley 36/2006- obliga a la designación del citado representante, que puede ser una persona física o jurídica, previendo el correspondiente régimen sancionador. No se indica el alcance de la responsabilidad, por lo que, de conformidad con el art. 41.4 de la Ley 58/2003, éste sólo incluirá la cuota (320.000 euros, aquí).








Responsabilidad subsidiaria (I)




Enunciado 


En el procedimiento de declaración y exigencia de responsabilidad subsidiaria, la declaración de fallido del deudor principal y los posibles responsables solidarios es condición necesaria:


	
x Para iniciar el procedimiento. 

	
_ Para resolverlo (declarar la responsabilidad). 

	
_ Para poder exigir la responsabilidad pero no para declararla. 

	
_ Ninguna de las anteriores respuestas es correcta. 








Respuesta 

Dispone el art. 176 de la Ley 58/2003 que "Una vez declarados fallidos el deudor principal y, en su caso, los responsables solidarios, la Administración tributaria dictará acto de declaración de responsabilidad, que se notificará al responsable subsidiario". De acuerdo con el tenor literal de este precepto, la declaración de fallido es condición previa únicamente de la declaración de la responsabilidad subsidiaria; es decir, no puede declararse la responsabilidad (y, por tanto, tampoco exigirse) si antes no media dicha declaración de fallido. Podría pues, declararse el fallido una vez iniciado el procedimiento, siempre que se hiciera antes de su terminación. Sin embargo, el RGR, mediante una regulación mucho más restrictiva, niega esta posibilidad. Así, en su art. 61.2.1º leemos que "Una vez declarados fallidos los deudores principales y los responsables solidarios, la acción de cobro se dirigirá frente al responsable subsidiario". Ya no se habla, pues, de declaración de responsabilidad sino de acción de cobro. Este segundo concepto es más amplio que el primero y equivale a procedimiento de cobro. Por tanto, es el inicio del procedimiento de declaración y exigencia de responsabilidad subsidiaria el que exige previa declaración de fallido, y no su resolución.








Responsabilidad subsidiaria (II)




Enunciado 


El administrador de una sociedad que comete infracciones:


	
_ Sólo puede incurrir, por lo que respecta a dicha sociedad, en responsabilidad subsidiaria. 

	
x Puede incurrir, por lo que respecta a esa sociedad, tanto en responsabilidad solidaria como subsidiaria. 

	
x Si concurre con otros administradores, todos ellos responderán solidariamente entre sí frente a la Hacienda Pública. 

	
_ No puede ser declarado responsable subsidiario por las obligaciones tributarias pendientes de la sociedad, al cese de la misma, si ya lo ha sido antes por este u otro concepto. 








Respuesta 

La responsabilidad subsidiaria del administrador societario, cuando la entidad comete infracciones tributarias, es lo habitual (art. 43.1.a Ley 58/2003). Esta responsabilidad surge por la llamada "culpa in vigilando", esto es, por dejación de funciones. Sin embargo, cuando tenga un comportamiento activo en la comisión de la infracción también podrá ser declarado responsable solidario (art. 42.1.a). Aunque esta responsabilidad solidaria no es privativa suya: 1) Se aplica a todo el que colabora activamente en la comisión de la infracción por la sociedad, sea o no administrador de la misma; 2) Se aplica al colaborador activo aun cuando el sujeto infractor no sea una persona jurídica. Por otra parte, el carácter solidario o subsidiario de la responsabilidad se predica respecto del deudor principal. Frente a la Hacienda Pública, sin embargo, todos los responsables son solidarios. Quiere ello decir que ésta puede dirigirse contra cualquiera de ellos por toda la deuda, aunque, en función de reglas privadas de prorrateo (auténticas o razonablemente pensables) le corresponda sólo una parte. Tal cuestión es de índole civil privada y la Ley 58/2003 se limita a recordarla (art. 41.6). Finalmente, no rige en materia de responsabilidad tributaria la regla "non bis in idem". Si la infracción queda pendiente al cese, el mismo administrador que fue declarado responsable en su momento de ella podrá serlo ahora, siempre que continúe en su función administradora. Terminará acumulando sobre sí, pues, la responsabilidad del art. 43.1.a y la del 43.1.b.








Responsabilidad subsidiaria (III)




Enunciado 


La sociedad ENTREMARES, S.L., adeuda a la Hacienda Pública 150.512,65 euros. Esta cantidad se corresponde con una cuota de 102.550,45 euros y una sanción por el resto. Practicados sobre su patrimonio los oportunos embargos, han arrojado un resultado nulo. Días más tarde, el órgano de recaudación comunica a uno de sus dos administradores, D. Aurelio Sánchez, el inicio del procedimiento tendente a su declaración como responsable subsidiario de las deudas citadas. En el plazo de los quince días que se le ofrecen para alegaciones (trámite de audiencia), D. Aurelio formula las siguientes, tras examinar el expediente:.


	
1. La comunicación de inicio ha sido formulada sin que medie previa declaración de fallido de ENTREMARES, S.L. 

	
2. Él no ha tenido nada que ver en la infracción tributaria cometida por la sociedad, que resulta imputable en exclusiva al otro administrador. La Administración, además, no ha probado lo contrario. Por tanto, se le está exigiendo la responsabilidad por su mera condición de administrador, lo que supone entender la responsabilidad de un modo objetivo, algo que la Ley General Tributaria no admite. 

	
3. Si la Administración sostiene que ha tenido algo que ver en la comisión de la infracción, debería ir contra él por la vía de la responsabilidad solidaria a cargo de quienes colaboran o participación en la comisión por otro de una infracción tributaria, que al ser solidaria es preferente a esta otra que se le pretende exigir, de carácter meramente subsidiario. 



A la vista de las mismas, ¿debería dictarse o no acuerdo de declaración de responsabilidad?






Respuesta 

Por prudencia, no. Lo más aconsejable sería declarar fallida a la sociedad, volver a comunicar el inicio del procedimiento y ofrecer una vista del expediente (trámite de audiencia) en la que constara la mencionada declaración de fallido.

En efecto, de las tres alegaciones formuladas, sólo la primera posee entidad. Pero con una sola objeción sólida al procedimiento, éste queda cuestionado. Analicémosla, pues. A la responsabilidad tributaria subsidiaria se refiere el art. 176 de la Ley 58/2003, el cual señala que "Una vez declarados fallidos el deudor principal y, en su caso, los responsables solidarios, la Administración tributara dictará acto de declaración de responsabilidad, que se notificará al responsable subsidiario". Lo que queda supeditado, de acuerdo con la redacción legal, a la declaración de fallido es, pues, el acto de declaración de la responsabilidad. Dicho acto es el final de un procedimiento, que tiene su origen en otro, de trámite, que es la comunicación de inicio del mismo. Pero respecto de este otro, nada se dice. Resultaría aplicable, pues, para fijar el momento de su evacuación, la regla general de duración máxima del procedimiento de responsabilidad (solidaria y subsidiaria), contenida en el art. 104.1 de la misma Ley 58/2003 y que, para los iniciados de oficio, se sitúa, a falta de previsión específica distinta (como sucede en la responsabilidad), en seis meses. Bastaría, por tanto, con cumplir los dos siguientes requisitos para que el procedimiento no pudiera ser cuestionado:


	
(1) No practicar el primer intento válido de notificación de la declaración de responsabilidad más allá de los seis meses siguientes a la notificación del inicio del procedimiento tendente a dicha declaración; 

	
(2) No declarar la responsabilidad sin antes haber declarado fallido al deudor principal. 



Pero estas dos condiciones se cumplen tanto si la declaración de fallido tiene lugar antes como después de iniciado el procedimiento.

Gráficamente, la representación de este esquema temporal sería la siguiente:

De acuerdo con este esquema, tanto TA como TB son momentos válidos para la declaración de fallido del deudor principal.

Sin embargo -como ya decíamos en el supuesto anterior-, el RGR viene a oscurecer este planteamiento tan claramente delimitado. En efecto, su art. 61.2.1º dispone que "Una vez declarados fallidos los deudores principales y los responsables solidarios, la acción de cobro se dirigirá frente al responsable subsidiario". Según podemos comprobar, se trata de una redacción no exactamente coincidente con la empleada por el art. 176 de la Ley 58/2003. Ya no se supedita ahora a la declaración de fallido la de la responsabilidad sino la acción de cobro. Pudiera pensarse que se trata de dos formas de decir lo mismo. En tal caso, resultaría criticable que la norma reglamentaria se apartara de la legal para expresar la misma idea, por la inseguridad jurídica que ello crea. Pero estimo que no es ésta la intención que ha guiado la redacción del art. 62 del RGR. Porque si lo fuera, se trataría de un precepto redundante, y la Exposición de Motivos del Real Decreto 939/2005 deja muy claro que el texto que aprueba como reglamento omite, por comparación con su predecesor -el aprobado por el Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre-, los preceptos que han sido incluidos en el texto legal (Exponiendo II, ab initio). Debe concluirse de ello que la expresión "acción de cobro" posee un significado mucho más amplio que la de "declaración de responsabilidad", para ser sinónima de todo el procedimiento derivatorio en su conjunto. Bajo esta otra óptica, no cabe iniciar el procedimiento tendente a la declaración y exigencia de responsabilidad tributaria subsidiaria si antes no ha sido declarado fallido el deudor principal.

Cabría esgrimir frente a esta tesis que la previsión reglamentaria, al oponerse a la legal, es nula de pleno derecho, por un elemental principio de jerarquía normativa. Sin embargo, este contraargumento posee, a su vez, dos puntos débiles:


	
a) La Administración no está facultada para inaplicar reglamentos (supuestamente) ilegales, atribución exclusiva de los jueces y tribunales, a los que cabe inaplicarlos de oficio en tales casos. 

	
b) El único exceso reglamentario proscrito es el que vacía de contenido las limitaciones que la ley impone a la Administración. Aquel otro que la somete a una disciplina mayor es, por el contrario, bienvenido, puesto que supone una garantía adicional para el ciudadano. 



Las otras dos alegaciones no se sostienen. Así, en relación con la primera (responsabilidad objetiva), la configuración que el precepto citado (el art. 43.1.b) de la Ley 58/2003) hace del presupuesto de hecho determinante del nacimiento de la responsabilidad en él recogida es dual. Dicha responsabilidad surge bien por acción (adopción de acuerdos propiciatorios del incumplimiento) bien por omisión (falta de realización de los actos tendentes al cumplimiento o consentimiento del incumplimiento por personas dependientes). Pero se trata de una responsabilidad subjetiva, puesto que se exige para su desencadenamiento la existencia de un claro nexo causal entre el incumplimiento advertido en la sociedad sujeto pasivo y la conducta de sus administradores, de modo que ha de ser esta última la determinante de aquél; es decir, la conducta de tales administradores no es en modo alguno irrelevante a efectos del nacimiento de su responsabilidad. Por ello, dicha responsabilidad cedería en supuestos parecidos a aquellos en los que las acciones y omisiones tipificadas en la norma tributaria no dan lugar a responsabilidad por infracción tributaria. No obstante, la prueba de la concurrencia en cada caso concreto de las mencionadas circunstancias exonerantes corresponde al presunto responsable, no a la Administración actuante. En este sentido, de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 225 y siguientes del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 10 de julio, compete a los administradores de la sociedad la representación de la misma, extendida a todos los actos comprendidos en el objeto social delimitado en sus estatutos. En el ejercicio de dichas funciones deben actuar, además, con la diligencia de un ordenado empresario y de un representante legal, velando, pues, por el exacto cumplimiento de las obligaciones a cargo de la sociedad, no solamente de índole tributaria, pero también de las de dicha naturaleza. En suma, garantizar el citado exacto cumplimiento es una función inherente al cargo de administrador societario, por lo que la Administración Tributaria tiene perfecto derecho a considerar que los incumplimientos detectados son imputables a sus administradores, si bien ello no constituye más que una presunción iuris tantum, destruible, por tanto, mediante prueba en contrario. Pero la prueba debe ser aportada siempre por quien pretenda destruir la presunción, no por el favorecido por ella. Así lo ha entendido la Audiencia Nacional, que en sentencia de 23-12-2002 afirma que "al responsable subsidiario corresponde acreditar que actuó con la debida diligencia". En un sentido similar se pronuncia, igualmente, el Tribunal Económico-Administrativo Central cuando indica que el presupuesto de la responsabilidad que aquí nos ocupa se construye sobre la base de los "deberes formales en un gestor ... propios de la diligencia con la que ... debe desempeñar el cargo", para a continuación dejar establecido que la imputación de dicha responsabilidad es consecuencia de los deberes normales en tal gestor. En suma, "la necesaria relación ... entre la conducta de los administradores y el contenido lógico de su función, hace que disminuya la importancia del elemento intencional, debiendo centrarse en lo que debe entenderse por < dejación de funciones>" (Resolución de 12-02-1998; en igual sentido, posteriores resoluciones de 22-05-2003, 15-12-2004 y 20-04-2005, entre otras).

En cuanto a la segunda, cabe señalar que el art. 42.1.a) de la Ley 58/2003 es aplicable a quienes participan activamente en la comisión por otros de una infracción tributaria; en particular, pues, a los administradores de entidades societarias. Pero no si, como sucede normalmente (y es el caso aquí), la actuación del administrador incurre en la mera dejación de funciones o culpa in vigilando. En tales casos (los más frecuentes, según decimos), sostener lo contrario sería tanto como admitir que el art. 43.1.a) de la Ley 58/2003 es redundante, al verse desplazado, siempre y en todo caso, por el 42.1.a) previo.








Responsabilidad subsidiaria (IV)




Enunciado 


1.- Una sociedad anónima adeuda a la Hacienda Pública 415.000 euros, correspondientes a un acta por el Impuesto sobre sociedades (300.000 euros) y su sanción aneja (115.000 euros). Para el cobro de dicha deuda sólo ha podido trabarse un inmueble cuyo valor estimado es de 210.000 euros. Se sabe, además, que el administrador único de la mercantil posee importante patrimonio, lo que hace que resulte aconsejable derivarle responsabilidad subsidiaria por el art. 43.1.a) de la Ley 58/2003. La derivación de dicha responsabilidad exige:


	
x La previa declaración de fallido parcial de la entidad, esto es, por 415.000 - 210.000 = 205.000 euros. 

	
_ Agotar el trámite de enajenación pública, procediendo después a la declaración de fallido total de la entidad por la diferencia entre su deuda y el remate obtenido en subasta. 

	
x Iniciar el correspondiente procedimiento. 

	
_ Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 



2.- Analizar las actuaciones que procederán, una vez efectuada la declaración de fallido parcial y derivada la deuda, bajo los dos siguientes escenarios:


	
a) El inmueble se adjudica por 350.000 euros. 

	
b) El inmueble se adjudica por 100.000 euros. 








Respuesta 

1.- La declaración de responsabilidad es el acto final de un procedimiento, luego exige que éste sea iniciado. Por otra parte, al tratarse de una responsabilidad subsidiaria, rige el beneficio de excusión. Ello significa que antes de poder dirigirse contra un responsable subsidiario hay que apurar el cobro en el deudor principal. Apurar el cobro significa aquí desarrollar completamente el procedimiento ejecutivo y declararlo fallido. Con el anterior RGR (el de 1990), el fallido sólo podía tener lugar una vez aplicado a la cancelación de deudas todo posible bien embargado (previa enajenación pública del mismo). Para evitar este inconveniente, que introducía innecesarias demoras, el actual RGR ha previsto la figura del fallido parcial. Quiere ello decir que, tomando una estimación de lo que valen los bienes a subastar (210.000 euros), se declara el fallido por la parte de la deuda que excede de dicho valor, esto es, por 415.000 - 210.000 = 205.000 euros. Así lo indica el art. 61.1.2º del RGR, que estima que "La declaración de fallido podrá referirse a la insolvencia total oparcialdel deudor".

Con esta solución legal (habilitación del fallido parcial), como decimos, el legislador aborda un problema inducido por la promulgación de la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes (que en el aspecto que aquí interesa, y que a continuación se resalta, ha sido continuada por la Ley 58/2003), en el que seguramente no se pensó al redactar su texto. En efecto, en los supuestos de responsabilidad subsidiaria, el ejercicio de la acción de cobro sobre los posibles responsables -por aplicación del citado beneficio de excusión- sólo es factible en la medida en que las actuaciones relativas a dicho obligado principal resulten infructuosas -extremo que certifica, precisamente, su declaración como fallido-. Sólo a partir de ahí queda abierta la vía de cobro a los responsables. La declaración de fallido, en cualquier caso, bajo el imperio de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria, debía expedirse siempre a posteriori, es decir, una vez realizado (subastado) todo el patrimonio del deudor (por mínimo que éste fuera) y constatado que, tras la aplicación del líquido obtenido a la cancelación de deudas, algunas de ellas quedaban subsistentes, por insuficiencia de aquél. El mecanismo de acceso al patrimonio del responsable conformaba, pues, la siguiente cadena causal:

Ejecución patrimonio → fallido → responsable

Se trataba de un esquema lógico, atendida la naturaleza de la responsabilidad subsidiaria, más garante de los intereses patrimoniales del responsable que la solidaria (en este otro caso únicamente se exige que el deudor no haya pagado en su periodo voluntario de ingreso, es decir, no resulta necesario agotar contra él todo el procedimiento ejecutivo de cobro). Tampoco introducía excesivas rémoras en la declaración de fallido, pues si la Hacienda Pública precisaba con urgencia dirigir la acción de cobro sobre el responsable sólo tenía que proceder, con la misma urgencia, a ejecutar antes el patrimonio del deudor principal.

Sin embargo, tras la entrada en vigor de la citada Ley 1/1998, el mecanismo descrito devino en propiciatorio del fraude. En efecto, dicha ley introdujo un nuevo eslabón en el esquema causal citado anteriormente, que antepuso a todos los demás. Se trataba de la supeditación de la posibilidad de enajenación de los bienes embargados para el cobro de la liquidación a que ésta fuera firme (en vía administrativa). El esquema pasó, pues, a ser este otro:

Firmeza de la liquidación → ejecución patrimonio → fallido → responsable

Pero para que una liquidación sea firme en vía administrativa, los eventuales recursos interpuestos contra ella en dicha vía (reposición + reclamación económico-administrativa + recurso de alzada) deben haber sido resueltos (en sentido desfavorable al interesado, que es quien recurre, es decir, favorable a la Hacienda Pública), lo cual emplea cierto tiempo (una media de tres años).

Bastaba, pues, desde la promulgación de la Ley 1/1998, con recurrir la liquidación y dejar un adecuado remanente patrimonial para que la acción de cobro sobre el responsable quedara cegada:

Realmente, el esquema no quedaba cegado sino diferido. Pero una tardanza de tres o cuatro años -con riesgo, además, de prescripción del derecho al cobro de la liquidación- en la resolución de dicho procedimiento es tanto como cegar la posibilidad de acceso real al responsable.

Estimo que no era éste un resultado conscientemente deseado por la Ley 1/1998, por supuesto. Con mejor criterio, constituía simplemente un ejemplo más de los variados huecos que en toda norma -por muy excelsa que sea la voluntad que haya presidido su elaboración- siempre es posible hallar; en especial, si uno se dedica a tiempo completo sólo a esa tarea.

El artículo 31.2 de la Ley 1/1998, que es el precepto que, en concreto, supeditaba la ejecución a la previa firmeza, sigue manteniéndose en la actual Ley General Tributaria (La Ley 58/2003), de la cual constituye su art. 172.3. Sin embargo, esta previsión convive ahora con otra que la neutraliza. Pues lo que ya no pervive, según se ha dicho, es la necesidad de que la declaración de fallido sea consecuencia inexorable de un procedimiento previo de ejecución. Es decir, ya no resulta preciso esperar al resultado del procedimiento de ejecución para que quepa otorgar el carácter de fallido al deudor. Basta con que, sobre la base de un cálculo racional, dicha situación de falencia resulte previsible. Y, lo que es más importante, que resulte previsible total o parcialmente (arts. 76.1 de la Ley 58/2003 y 61.1.2º del RGR).

El esquema anterior ha dado paso, así, a este otro:

En definitiva, el fallido total a posteriori es igual al fallido parcial a priori. Por tanto, en la medida en que aquél impide la acción de cobro sobre el responsable y éste no, lo que la Ley 58/2003 ha hecho es desplazar al primero de la escena, haciendo que sea el segundo quien ocupe su lugar.

Por supuesto, la equivalencia entre ambas magnitudes (fallido total a posteriori y fallido parcial a priori) descansa en una previsión (el valor estimable de realización de los bienes que quedan remansados en sede del deudor principal) que puede revelarse errónea. Pero mientras constituya una equivocación razonable, esto es, en tanto la diferencia entre el valor obtenido por la realización de ese patrimonio diferencial y el asignado al mismo como estimación no sea mucha, la propia divergencia entre ambas magnitudes será también escasamente significativa. Se traducirá, en todo caso, en un ajuste de relevancia menor.

Afortunadamente, que la divergencia entre el importe de realización previsible y el efectivamente realizado sea escasa queda asegurado desde el momento en que, a falta de una estimación sólida sobre el valor probable de enajenación del patrimonio retenido en el deudor principal, no debe recurrirse a la técnica del fallido parcial.

2.- Al responsable se le ha declarado como tal por el importe del fallido parcial, que ascendía 205.000 euros. La declaración de fallido, además, se basaba en la estimación de un valor de realización del inmueble del deudor principal de 210.000 euros. En el primero de los supuestos aquí planteados dicha estimación se ha revelado, pues, insuficiente. Ello es tanto como decir que se ha derivado al responsable de más. En efecto, debería haberse hecho por 415.000 - 300.000 = 115.000 euros, no por 205.000 euros. Habrá, pues, que anular de oficio la derivación, parcialmente, para rebajar su importe en 350.000 - 210.000 = 140.000 euros, que es la diferencia entre el valor estimado de realización del inmueble (210.000 euros) y el valor efectivamente obtenido por dicha realización (350.000 euros). Si la derivación ha sido ingresada ello causará, también de oficio, un expediente devolución de ingresos indebidos por dicha cuantía.

En el escenario de la letra b), por el contrario, la estimación sobre el valor de realización del inmueble del deudor principal fue insuficiente. Luego habrá que derivarle, a través de un nuevo procedimiento, la diferencia entre ambas magnitudes (210.000 - 100.000) = 110.000 euros.

En los dos casos, mediante los oportunos ajustes se llega a cubrir toda la deuda (suponiendo que el responsable ingrese o se cobre de él ejecutivamente:


	
a) Infravaloración del patrimonio del obligado principal: Valor realizado + Fallido parcial - Ajuste responsabilidad = Deuda 

350.000 + (415.000 - 210.000) - (350.000 - 210.000) = 415.000 euros. 



	
b) Sobrevaloración del patrimonio del obligado principal: Valor realizado + Fallido parcial + Ajuste responsabilidad = Deuda 

100.000 + (415.000 - 210.000) + (210.000 - 100.000) = 415.000 euros. 





Así pues, la ecuación es:

Valor realizado + Fallido parcial ± Ajuste responsabilidad = Deuda








Responsabilidad subsidiaria (V)




Enunciado 


La sociedad SOTALUIS, S.L. se halla inactiva desde septiembre de 2004, en que vende su principal activo -un hotel-, a una firma extranjera. La administradora única de SOTALUIS, S.L. es, hasta enero de 2004, la Sra. X, que cesa para ser sustituida por su padre, el Sr. Y. El padre, aquejado de una enfermedad terminal, fallece a mediados de 2005, en que su hija, la Sra. X, vuelve a ser nuevamente la administradora. Al tiempo del cese en la actividad, SOTALUIS, S.L. presenta unas deudas tributarias por 539.000 euros. Se inicia contra dicha hija responsabilidad, sobre la base del art. 43.1.b) de la Ley 58/2003. Ésta, en el trámite de audiencia, alega que no era ella sino su padre el administrador al tiempo del cese, por lo que no puede serle exigida la responsabilidad. ¿Deben ser estimadas o no dichas alegaciones?
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